Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 49 minutos) 


La Comisión Especial de la Comisión Permanente tiene el agrado de recibir a los representantes de la Federación Uruguaya de la 
Salud, a quienes cede el uso de la palabra. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Como Secretario General de la Federación Uruguaya de la Salud, agradezco a esta Comisión Especial el 
habernos recibido en el día de hoy. Me acompañan en esta instancia la señora Margarita Moré, Secretaria Nacional de la 
Organización, y el señor Alfredo Silva, Secretario del Interior. 


Nuestra presencia está motivada, básicamente, por la situación crítica del sector, que no es nueva para la opinión pública ni 
tampoco para este Parlamento ya que, lamentablemente, en los últimos años -y particularmente durante todo el año pasado- 
estuvimos acompañando a alguna delegación de trabajadores en forma casi permanente, producto de la profundización de la crisis. 


La situación actual del sector nos ofrece, sintéticamente, el siguiente panorama. Hay un déficit global del área de la salud que 
alcanza a alrededor del 10% mensual del conjunto de las instituciones, una deuda global de casi U$S 400.000.000 y una crisis que 
afecta al sector en su totalidad pero, particularmente, a algunas instituciones que definimos en situación crítica y las que, de no 
tomarse medidas en forma inmediata, ven peligrar su continuidad. Estamos hablando de la situación concreta de amenaza de 
pérdida de puestos de trabajo -médicos y no médicos- de alrededor de 8.000 personas. 


En este proceso, nuestra Federación visualiza que la crisis del sector va camino a desembocar en un cierre de instituciones y en la 
concentración de servicios en pocas grandes mutualistas. Esto nos llevaría a la conformación de oligopolios, los que dejarían por el 
camino puestos de trabajo y, sin duda alguna, afectarían -más allá de la posible distribución de socios de aquellas mutualistas que 
cierren, lo que se podría hacer a través del Ministerio de Salud Pública- las propias bases del sistema mutual como está concebido 
y como se ha desarrollado todos estos años en el Uruguay. 


Con esto queremos decir que la situación es mucho más grave que la del año pasado, cuando concurrimos a este Parlamento y 
hablamos de la posibilidad inmediata de pérdida de puestos de trabajo y cierre de mutualistas. Lamentablemente, la realidad nos 
dio la razón, y en mayo de 2000 cerró CEMECO, que afectaba la atención de 22.000 usuarios en Montevideo y parte de Canelones 
y que proporcionaba casi 500 puestos de trabajo a personal médico y no médico. Anteriormente, en diciembre de 1999, en un 
proceso que todavía no está muy claro, había cerrado la mutualista Uruguay-España, momento en que quedó sin trabajo un 
número similar de funcionarios. Ninguna de las dos situaciones, hasta ahora, desembocó en el mantenimiento de los puestos de 
trabajo, sino que la mayoría de ellos se han perdido en forma irremediable. 


Entonces, el panorama que hoy se presenta en cuanto al déficit global es el mismo. Sin embargo, lo curioso de esto es que la 
Federación Uruguaya de la Salud tiene propuestas concretas que hemos hecho llegar a este Parlamento en los años 1999 y 2000 y 
que actualmente conoce el Ministerio de Salud Pública. Debemos reconocer que este Ministerio ha sido sustancialmente distinto en 
su accionar que los anteriores ya que, por lo menos, ha tomado a estudio los temas, aunque con el inconveniente de que si no lo 
hacía la situación iba a explotar, tal como está sucediendo hoy en algunos casos puntuales. 


Ante esto, la FUS visualiza dos caminos; el primero, con el objetivo de atender aquellas situaciones más concretas, que son las que 
señalábamos y que afectan, por lo menos, a seis instituciones. Aclaramos que no manejamos públicamente los nombres de las 
mismas, porque sabemos que hacerlo, señalando un posible cierre, lo único que provocaría sería una alarma pública y se 
aceleraría la situación. Sin embargo, para ese proceso nuestro gremio se compromete a trabajar en un camino de asociación, 
fusión o absorción de instituciones, con el objetivo del mantenimiento de la totalidad de los puestos de trabajo y de las condiciones 
laborales vigentes. Para ello ofrecemos soluciones concretas. Cabe aclarar que este sector que está en crisis, con la deuda global 
ya mencionada -pero que aun así mueve al año U$S 1.700:000.000- tiene enormes ineficiencias. Tan es así que hay trabajadores, 
en distintas instituciones, que no cobran el salario desde hace meses. Sin embargo, en este sector particular, en el que el 44 % de 
los funcionarios no médicos percibe promedialmente entre $ 5.000 y $ 8.000 mensuales, existen grupos exclusivos como, por 
ejemplo, uno de setecientas personas, que representarian aproximadamente el 3.5 % del total del personal agrupado de las 
instituciones, que se apropian del 16.7 % del total de la masa salarial. Dicho de otro modo, existen setecientas personas que 
promedialmente cobran por mes $ 70.000. Dentro de ese grupo selecto se encuentran funcionarios administradores, gerentes, 
asesores, jefes de marketing, cirujanos y anestesistas. Pero, además, los diez principales salarios del sector están ubicados entre 
los $ 290.000 y $ 470.000 mensuales. Estos salarios, en los hechos, son muy superiores a lo que cobra, si no me equivoco, el 
Presidente de la República. 


Entendemos que esta situación, por sí misma, habla de que si bien hay un sector en crisis, con trabajadores que, en los hechos, la 
pagan con su salario y los puestos de trabajo perdidos -a lo que debe agregarse lo relativo a los propios usuarios que en muchas 
ocasiones han visto recortada su calidad de asistencia como producto de esta crisis de las instituciones- existen sectores 
exclusivos que perciben mucho dinero. 


Pero podemos hablar de otro ejemplo: se gastan U$S 1:800.000 mensuales por concepto de publicidad y marketing. A este 
respecto debemos precisar que nosotros no sabemos si en ese rubro de publicidad y marketing, efectivamente, están incluidos los 
dineros que se llevan los promotores por afiliaciones mensuales. Todos sabemos que la intermediación lucrativa había sido 
clausurada por un documento emitido por Salud Pública en julio de 2000, pero aun así existen actividades de ese tipo. 


Concretamente, nuestro gremio plantea la posibilidad de topear los salarios por todo concepto en dos canastas básicas familiares 
por mes, o sea, aproximadamente $ 32.000 mensuales, pues entendemos que cualquier trabajador de la salud, tenga el cargo que 
tenga y ocupe el lugar que ocupe, debe percibir esa cifra. Esto debería hacerse, sobre todo, en un período de crisis como el que 
vivimos, si realmente queremos encontrar soluciones. 


Antes de terminar mi intervención, quisiera señalar que esta Federación, que ha hecho propuestas, además de los topes salariales 
plantea la supresión de los gastos de publicidad y marketing, así como que se controle y se regule la introducción de tecnologías - 
ya que ese también es un factor de desfinanciamiento del sector- y a aquellos grupos empresariales que obtienen muy buenas 
ganancias con ese rubro. Por supuesto, no estamos en contra de lo que gane cada uno, sino que pretendemos movernos en el 
sector que integramos de un modo razonable. Cabe agregar que también proponemos un estudio sobre la compra de 
medicamentos, la realización de un vademécum único y una adecuación real de todo esto a las necesidades del sector. Asimismo, 
pensamos que debería haber una compensación entre las instituciones y el Estado por las deudas que éste mantiene con aquéllas. 
A modo de ejemplo, podemos decir que en unos instantes tenemos que asistir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a los 
efectos de atender la situación del Sanatorio Hogar Español, institución que desde hace tres meses no les paga el salario completo 
a los trabajadores y les debe tanto el medio aguinaldo de junio como el de diciembre. Aparentemente, el Estado debe a esta 
institución casi U$S 3:000.000 por concepto de compra de servicios. Cabe aclarar que esto se repite en el interior del país en forma 
importante con la consiguiente repercusión. 


A través de todo lo que hemos manifestado, pretendemos destacar que la situación que vive este sector no ha sido generada por 
los trabajadores, y desde ya adelantamos que nuestro gremio está dispuesto a discutir soluciones puntuales y planteos generales. 
Respecto a este punto, quisiera referirme a otro ejemplo que aparece como un elemento central de esta crisis en el escenario de 
estos días. Nuestro sector se enfrenta a un convenio salarial que fue acordado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por 
todas las partes, o sea, el Poder Ejecutivo representado por el Ministerio antes mencionado y el de Salud Pública, así como por las 
instituciones del sector a través de sus tres Cámaras -FEMI, UMU y el Plenario- y la Federación Uruguaya de la Salud. Se trata de 
un convenio que se firmó por seis meses y que representa un aumento salarial por ese período de 2.51 %. Obviamente, como se 
trata de un porcentaje, en el mejor de los casos y para un salario de $ 10.000, representaría un aumento de $ 266 por seis meses, 
cuya incidencia en el recibo sería de algo más de $ 4. Sin embargo, las instituciones hoy no lo quieren firmar, porque manifiestan 
que no tienen recursos suficientes como para hacer frente a ese convenio, y para ello solicitan un aumento de cuota. Asimismo, 
señalan que pagar, como decía, estos $ 266, en el mejor de los casos, a los funcionarios no médicos, significaría profundizar la 
crisis. A nuestro entender, esto no es correcto. A esto se agrega una actitud del Poder Ejecutivo que, mediante un Acta del día 4 de 
enero -que por omisión nuestra no hemos traído, pero la haremos llegar a esta Comisión- establece su compromiso de que en caso 
de que las instituciones no acuerden la firma de un convenio salarial, otorgaría el aumento por decreto. Esto ocurrió el 4 de enero y, 
hasta la fecha, el convenio no ha sido firmado, lo cual ocasiona mayor inquietud a un sector que ya se encuentra en una situación 
sumamente difícil. 


En primer lugar, solicitamos a esta Comisión que nos apoye y estudie los casos concretos. Creemos que hay posibilidad de evitar el 
cierre de mutualistas, como es el caso de estas instituciones que están buscando trabajar a nivel del Ministerio de Salud Pública en 
distintos proyectos, a fin de fusionarse o asociarse, procurando diferentes alternativas. Nosotros estamos dispuestos a participar si 
hay compromisos serios de gestión y las instituciones dejan de preocuparse, simplemente, por competir por los socios. En realidad, 
tienen una visión estratégica de un sector que es esencial y sumamente sensible para la población. 


Pensamos que el Estado también debe dar algunas señales claras al respecto; por ejemplo, hay deudas que están flotando en el 
aire. No debemos olvidar que la feria judicial finaliza en enero, y puede haber una serie de demandas contra instituciones que 
estarían obligadas a cerrar. Algunas de ellas tienen deudas importantes con el Banco de Previsión Social. No estamos diciendo que 
se le regale plata a nadie, simplemente, estamos pidiendo que, si hay proyectos serios y con una viabilidad de gestión que se 
pueda asegurar, sean apoyados, en primera instancia, por el Estado, ya que los trabajadores haremos lo mismo por nuestra parte. 


También queremos mencionar algunas decisiones que se han adoptado, como por ejemplo, lo relativo al aumento del 14% del IVA. 
Este es un tema muy específico. Creemos que dicha decisión no es acertada porque, en definitiva, no se va a castigar a las 
instituciones que sí tienen fines de lucro, que brindan seguros parciales y hacen mucho dinero. Digo esto porque el IVA lo van a 
pagar los consumidores finales, todas las instituciones, lo cual va a incrementar y profundizar la crisis. Este Impuesto tiene distinta 
incidencia, según la institución de que se trate. Algunas disponen de todos los niveles de atención y aparatología, y están 
equipadas para la internación. Por ejemplo, en las instituciones grandes de Montevideo, el peso del IVA es de un 0,5% mensual, 
mientras que en las de mediano tamaño, que hoy están equilibradas, tendríamos que hablar de un 5%, y en otras dicho peso es de 
un 11%. Precisamente, estas últimas son las que se encuentran en una situación crítica. Tal vez, esta medida va a acelerar el 
proceso. 


Por último, me resta agradecer a los señores Legisladores por habernos recibido en el día de hoy. Desde ya adelantamos que 
vamos a luchar a brazo partido para que no se pierda ningún puesto de trabajo. Por ello, estamos proponiendo soluciones y 
exigiendo ámbitos de discusión que -he dicho esto más de una vez- aún no hemos logrado. A su vez, pensamos -lo decimos con 
todo el respeto que este ámbito nos merece- que, como ciudadanos, estamos en condiciones de exigirle al Parlamento que, 
independientemente de mantener una discusión superficial, nos ayude a evitar esta situación que va a convulsionar aún más el ya 
difícil panorama social de este país. 


SEÑOR GALLO..- He escuchado atentamente el planteamiento que ha hecho la FUS a través del señor Bermúdez. 


Tal como él lo ha señalado, estas propuestas son reiteradas. Todos estos planteamientos que se acaban de realizar en esta 
Subcomisión, ya se expusieron, por lo menos, durante todo el año pasado, en las Comisiones de Salud Pública de ambas 
Cámaras. En la medida en que somos receptores de estas inquietudes, debemos saber cuál es la responsabilidad que tenemos. 


Desde nuestro punto de vista, la salud es un tema que todavía no se ha resuelto en el país; podríamos decir que es una asignatura 
pendiente. No hay una política de salud. Al igual que el señor Bermúdez, creo que este nuevo Ministerio ha procurado encarar el 
tema de una manera totalmente distinta a lo que lo hicieron las Administraciones anteriores, de modo que hay un atisbo para 
empezar a transitar por un camino que consiste en estudiar los problemas. 


El año pasado el Ministerio elaboró un documento en el que se presenta la reformulación del mecanismo. En general, todos los 
sectores políticos estuvimos de acuerdo en las cosas sobre las que era necesario transitar, a fin de que, por lo menos en una de las 
grandes vertientes de este tema, que es la salud privada, se comiencen a corregir situaciones muy críticas. Sabemos que algunas 
instituciones están próximas a cerrar, como ya ocurrió el año pasado. Esto afecta a los usuarios y, fundamentalmente, al sector de 
obreros y empleados. Los cierres que ocurrieron el año pasado -como señaló el señor Bermúdez- llevaron a que la mayoría de los 


funcionarios quedaran fuera del circuito de las lAMC. Esto nos hace pensar que si llega a haber nuevos cierres, esos ocho mil 
funcionarios cuya fuente de trabajo está en riesgo, pueden ver agravada su situación. 


El Parlamento tiene algunas responsabilidades en la resolución de este problema. Nos parece que debe haber un mensaje fuerte 
del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud Pública, con respecto a las políticas a seguir. Espero que dicho Ministerio dé a 
corto plazo una respuesta al Parlamento, acerca del camino -que se ha enlentecido un poco, aunque ha ido avanzando- que está 
recorriendo. Cabe aclarar que el propio señor Ministro así lo prometió, es decir que cuando empezara a tener resultados y 
evaluaciones con respecto al análisis que se está haciendo de la salud privada, podríamos recibir una respuesta. Pienso que el 
Ministerio, ahora, debe estar en condiciones de adelantar al Parlamento algunas de las evaluaciones que ha realizado y, en función 
de ellas, cómo piensa resolver el problema. Creo que esa puede ser una de nuestras responsabilidades, es decir, de la Comisión 
Permanente, que va a sesionar durante el receso. 


Concretamente, quisiéramos saber a dónde apunta el Ministerio de Salud Pública. Hay temas que nos preocupan mucho, por 
ejemplo, cómo se va a aplicar el IVA. Sabemos que la decisión surgió de este Parlamento, pero lo que ocurre es que en los ámbitos 
donde esto se tiene que aplicar, todavía subsisten dudas acerca de cómo llevarlo a la práctica. Tenemos conocimiento de que en 
este momento se están realizando conversaciones entre las IlAMC, los empresarios y el Ministerio, a fin de analizar cómo se va a 
aplicar ese 14%, es decir, si es como surge de su lectura, que todo aquel que vende o compra servicios va a tener que pagar 
universalmente dicho Impuesto. Sin duda alguna, esto va a afectar a varias instituciones que no tienen muchos servicios propios, y 
que se verán mucho más afectadas que otras que disponen de una infraestructura adecuada, a las cuales el pago del IVA, en sus 
presupuestos, les va a significar un 0,5%. A aquellas que no tienen tantos servicios, dicho pago les implicará un 5% o más en sus 
presupuestos. Creemos que, a esta altura, esta Comisión Permanente tiene la responsabilidad de saber cómo ha ido avanzando el 
Ministerio en la resolución de estos temas. 


Aquí también se ha planteado el tema de las deudas que las instituciones mutuales mantienen con el Banco de Previsión Social. En 
algunos casos éstas son realmente muy importantes y pueden agravarse aún más cuando finalice el receso del Poder Judicial, ante 
la posibilidad de que se inicien juicios por parte de los proveedores. 


Pienso que este tema relativo al Banco de Previsión Social podría encararse desde el punto de vista parlamentario, tratando de 
encontrar una solución para esta situación crítica que se les presentaría a muy corto plazo a las instituciones para poder seguir 
funcionando. En consecuencia, creo que hay temas -este es un criterio personal- que la Comisión Permanente durante el receso 
puede comenzar a analizar aunque, sin ninguna duda, la responsabilidad definitiva de las soluciones a este problema atañe al 
Poder Ejecutivo. De todos modos, vamos a estar atentos a las decisiones que adopte dicho Poder a efectos de que este 
Parlamento pueda realizar un control de la situación. 


En lo personal, nos comprometemos a seguir atentamente este tema de la salud que, por otra parte, por razones particulares y 
profesionales creemos conocer y, además, estamos preocupados. Por lo tanto, nuestro compromiso es seguir atentamente esta 
situación -en lo que respecta al punto de vista parlamentario- y mantenerlos informados sobre los avances que se puedan dar. 


SEÑOR LACALLE POU.- En lo personal, no tengo la suerte del señor Legislador Gallo en cuanto a conocer profundamente el 
tema e, incluso, recién tomo contacto con él. 


De nuestros vagos conocimientos se desprende que la salud pública está íntimamente relacionada con la salud privada y nadie 
desconoce que existe una crisis muy grande. Simplemente, deseo plantear una pregunta y es si se ha constatado un traslado -o 
por lo menos si esto ha sido cuantificado- de asociados de la salud privada a la pública. Se ha hablado de una reestructura a nivel 
del Ministerio de Salud Pública y, desde nuestro punto de vista, si la salud pública se ocupa realmente de aquéllos que lo necesitan, 
podríamos estar ante un camino para solucionar el tema de la salud privada. 


En definitiva, nuestra pregunta puntual es si ustedes tienen cuantificada la cantidad de gente que dejó de atenderse en las 
mutualistas y pasó a requerir los servicios del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR BERMUDEZ.- La pregunta que acaba de plantear el señor Legislador Lacalle Pou tiene varias aristas a tocar y no es tan 
concreta. 


Sin duda, la situación del sector de la salud privada, de acuerdo con nuestra definición, forma parte de la crisis estructural del 
sistema de salud uruguayo en su conjunto. Aquí hay presentes compañeros que trabajan en salud pública y también en el sector 
privado y de lo que se trata es de discutir sobre la falta de recursos de salud pública, de infraestructura adecuada y, tal como lo 
señalaba el señor Legislador Gallo -en cierto modo coincidimos- de analizar políticas de salud para el país. 


En cuanto al tema de la cuantificación no tenemos números concretos. De todas maneras, entre el año 1995 y el año 1997, se 
habían desafiliado 25.000 personas en el sistema mutual, pero es algo que hoy no podemos cuantificar. 


En cuanto a lo que sucede con el afiliado cuando pierde la calidad de usuario y recurre a salud pública, habría que analizar cuáles 
son las medidas que está adoptando esta última. Si bien no somos especialistas en la materia, sí sabemos que si la persona no 
tiene el carné que comúnmente se llama "de pobre", no se puede atender en salud pública, por más que no tenga cobertura en una 
mutualista. 


El problema de la atención del usuario en la salud privada no pasa únicamente por el tema del pago de la cuota porque, si bien 
muchas veces puede pagarla, no puede hacer lo mismo con los "tickets", órdenes y medicamentos. Este tema también pasa por la 
racionalización de los costos del sector, por ejemplo, medicamentos, tecnología, etcétera. 


En consecuencia, no creemos -y esta es una opinión muy clara- que se puedan solucionar los problemas de la población en 
general por el simple hecho de que en lugar de atenderse a nivel privado, recurran a los servicios de salud pública. En la actualidad 
este último sector no tiene las condiciones necesarias, y ello se ha visto claramente establecido en lo que ha sido el último conflicto 
del sector y en sus motivaciones. 


De todos modos, reitero, no tenemos números concretos; es un tema complejo y creemos que no se va a beneficiar en nada la 
población de este país, en cuanto a atención sanitaria, si se cierran mutualistas o si la crisis se profundiza aún más. 


SEÑORA XAVIER.- Como quienes nos visitan han venido en otras oportunidades, podrán observar que esta Subcomisión de la 
Comisión Permanente está integrada por varios miembros de las Comisiones de Salud Pública de ambas Cámaras. 


Realmente, la problemática que aquí se ha planteado es en cierto modo la que se ha dado a lo largo del año pasado y la que, 
obviamente, por el paso del tiempo se ve agravada en virtud de que no se han encontrado hasta el momento soluciones. Es cierto 
que se han tomado algunas medidas que fueron alentadoras en el sentido de poder ayudar pero, de todos modos, siempre nos ha 
preocupado el hecho de que los momentos de transición, hasta lograr una propuesta que todos podamos discutir -de alguna 
manera hay un plazo y un compromiso de hacerle conocer al Parlamento medidas en cuanto a un nuevo diseño de políticas de 
salud a nivel nacional- siempre han sido muy difíciles y traumáticos y ha quedado mucha gente por el camino. 


Por otro lado, en la nota en que ustedes solicitan la entrevista, hay un elemento que de alguna forma no ha estado explícito en la 
discusión, por lo menos en las anteriores. Me refiero a la existencia de capitales inversores como una alternativa a la crisis 
económica planteada a nivel mutual. Obviamente sabemos que las grandes dificultades y atrasos en el pago que se dan en materia 
de funcionarios técnicos, no técnicos y de arrendamiento de servicios, genera una situación difícil como consecuencia de que los 
fondos frescos no pueden venir del Estado y tampoco hay posibilidades de obtener créditos blandos u otras alternativas que se 
solicitaron en otras oportunidades. También podríamos mencionar el eventual destino del préstamo del BID y su utilización. De 
todos modos, esta es una modalidad que se suma a las preexistentes y que, obviamente, conlleva otro tipo de características en la 
medida en que, en algún caso, se pueda optar por otra situación. Es evidente que existen algunas trabas jurídicas para la 
implementación de una alternativa de esta naturaleza. 


En lo personal, creo que obviamente esto no contribuye a solucionar el sistema mutual, tratando de que éste persista, aunque sí 
sería el ingrediente que de alguna manera cambiaría radicalmente la forma o modalidad de encarar la salud privada en este país. 
Creo que este es un elemento importante a integrar en el análisis y perspectivas que sin lugar a dudas van a llevar su tiempo. 
Frente a esto, nuestra gran preocupación -por lo menos la de la Comisión de Salud Pública del Senado y descontamos que sucede 
lo mismo a nivel de la Cámara de Representantes- es lo que puede suceder en esos períodos de transición, que son los más 
traumáticos y en los que más se ha visto amenazado en primer término el usuario -por las dificultades para recibir atención- y, en 
segundo lugar, la pérdida inevitable de fuentes de trabajo. 


Entonces, si hay elementos con relación a ese punto, querría que se explicitaran. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Con respecto al elemento que plantea la señora Senadora, debemos decir que la FUS ya había alertado, 
cuando comenzó esta discusión o en momentos en que recrudeció la crisis hace un par de años, sobre la posibilidad de la 
liquidación del sistema mutual y el pasaje a seguros de salud como los que existen en Chile, esto es, seguros parciales donde la 
gente paga de acuerdo a su poder adquisitivo y a la enfermedad que tiene. Inclusive, algún integrante de la anterior Administración 
de Gobierno a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas llegó a plantear públicamente ese tema, concretamente en el verano 
pasado. Luego, esa discusión aparentemente quedó derrotada en función de los planteamientos del Ministerio de Salud Pública. En 
tal sentido, debemos decir que en la noche de ayer la FUS se reunió con el señor Ministro, quien hizo saber que su objetivo era el 
mantenimiento del mutualismo y coincidió con nuestra visión en cuanto a que se va hacia un oligopolio en el sector, proceso con el 
cual su Cartera no estaba de acuerdo. 


Con relación a estos mágicos préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo, debemos decir que algunos tienen una 
expectativa desmesurada -al menos, a nuestro entender- acerca de la cantidad de dinero que se otorgará y, sobre todo, del destino 
que tendrá. Consideramos que lo peor que podría pasar sería que esos recursos se utilizaran para fortalecer a las instituciones ya 
consolidadas, mientras que aquellas que están en vías de hacerlo, no recibirán nada o muy poco, que es lo mismo. En tal sentido, 
hubo ofrecimientos de representantes de alguna multinacional en materia de seguros de salud que, concretamente -por lo que 
nosotros sabemos- realizaron una oferta en el Sanatorio Larghero. Indudablemente, a nosotros nos preocupa toda esta situación 
porque podría llevar a la introducción de estos seguros teniendo en cuenta que el sistema mutual -como tantas otras cosas- es una 
creación propia de la sociedad uruguaya. En este aspecto, nosotros queremos ser muy claros. Planteamos una discusión inmediata 
que evite la pérdida de puestos de trabajo y otra a mediano plazo que, entre otras cosas, discuta el modelo de financiamiento en el 
sector. A nuestro juicio, se impone la creación de un Seguro Nacional de Salud, lo que implica seguridad social. No podemos seguir 
discutiendo lo relativo a la salud y a la seguridad social como dos compartimentos estancos. A su vez, existe un tercer elemento. 
Entendemos que cualquier reforma en el sistema de salud privado de este país implica, necesariamente, el respeto y el 
mantenimiento de las tradiciones sanitarias existentes, esto es, el sistema mutual, el que creemos hay que perfeccionar y superar. 
Nuestro objetivo de fondo es la creación de un sistema único nacional de salud que evite la superposición de servicios, los gastos 
innecesarios y el derroche de recursos. Por ejemplo, el país gasta más del 10% del PBI en servicios de salud y, sin embargo, hay 
muchos uruguayos que no tienen cobertura de ningún tipo. Por un lado, también nos encontramos con el caso de que un seguro 
parcial como el SEMM abre una mutualista, COSEMM y, por otro, el Sindicato Médico del Uruguay instrumenta un sistema de 
emergencia móvil. Creemos que esta es la razón de la sinrazón en el mutualismo del Uruguay. 


Debemos destacar que filosóficamente nos oponemos a los seguros parciales, ya que pensamos que terminarían por profundizar 
las desigualdades sociales, en este caso en el área de la salud. Como dije, nuestra propuesta de discusión en el largo plazo es la 
transformación de la salud, pero respetando las tradiciones sanitarias existentes en este país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Salud Pública de la Comisión Permanente agradece a los miembros de la FUS su 
visita y el aporte que han realizado. Naturalmente, quedamos a las órdenes y continuaremos analizando el tema. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 30 minutos) 


linea del nie de nádina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


